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DEFINITIVIDAD EN EL AMPARO INDIRECTO. LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA POR 
INOBSERVANCIA A ESE PRINCIPIO, PREVISTA EN LA FRACCIÓN XV DEL 
ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE AMPARO, VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE 2013, 
SE ACTUALIZA TRATÁNDOSE DEL RECLAMO DE ACTOS DE UN PROCEDIMIENTO 
DE LICITACIÓN PÚBLICA, DISTINTOS DE SU ÚLTIMA RESOLUCIÓN, POR SER 
IMPUGNABLES A TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, AUN 
CUANDO SE RECLAMEN COMO LOS PRIMEROS DE APLICACIÓN DE UNA NORMA 
GENERAL CUYA INCONSTITUCIONALIDAD SE ADUZCA (LEGISLACIÓN DEL 
ESTADO DE NUEVO LEÓN). 
El juicio de amparo, como procedimiento de control constitucional extraordinario, se funda 
en diversos principios que lo distinguen de los restantes medios de defensa comunes, los 
cuales se prevén en el artículo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y entre los que se encuentra el de definitividad, que tiene por objeto restringir 
la procedencia de la acción constitucional con el propósito de que, previo a la promoción 
del juicio, se agoten los medios de defensa ordinarios procedentes, para impedir que 
dicha promoción tenga el efecto pernicioso de obstaculizar la tramitación de aquellos 
procedimientos ordinarios hasta su culminación con el dictado de una resolución firme e 
incontrovertible, lo cual fortalece el ejercicio de las facultades que corresponden a las 
demás autoridades para resolver sobre las situaciones que se les presenten y genere 
certidumbre en el ordenamiento jurídico. Bajo esa premisa, la Ley de Amparo, vigente 
hasta el 2 de abril de 2013, en su artículo 73, fracción XV, establece que tratándose de 
actos distintos de los emitidos por los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, el 
juicio de amparo indirecto no procederá mientras aquéllos puedan ser revisados de oficio, 
conforme a las leyes que los rijan, o proceda en su contra algún recurso, juicio o medio de 
defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o nulificados, siempre 
que con arreglo a las mismas leyes se suspendan los efectos de dichos actos mediante la 
interposición del recurso o medio de defensa legal que haga valer el agraviado, sin exigir 
mayores requisitos que los que la propia ley consigna para conceder la suspensión 
definitiva, independientemente de que el acto, en sí mismo considerado, sea o no 
susceptible de ser suspendido de acuerdo con esa ley. Consecuentemente, la referida 
causal de improcedencia se actualiza tratándose del amparo promovido contra actos de 
un procedimiento de licitación pública, distintos de su última resolución, pues éstos son 
susceptibles de ser impugnados ordinariamente a través del juicio contencioso 
administrativo, conforme a la fracción X del artículo 17 de la Ley de Justicia Administrativa 
para el Estado y Municipios de Nuevo León, además de que según los artículos 66 a 70 
Bis de la referida legislación, también es posible obtener, con la sola presentación de la 
demanda y la solicitud expresa, la suspensión del acto impugnado, sin que se exijan 
mayores requisitos que los previstos en la Ley de Amparo para el otorgamiento de la 
medida precautoria, con la posibilidad de que, como resultado de la promoción del juicio 



contencioso, el acto pueda ser anulado en términos del artículo 88 de la misma ley. Por 
otro lado, aunque en términos del párrafo tercero de la fracción XII del artículo 73 citado, 
una excepción a la observancia del principio de definitividad se actualiza cuando el acto 
reclamado es también el primero de aplicación de una norma general cuya 
inconstitucionalidad se reclama -caso en que resultaría optativo agotar los recursos 
ordinarios procedentes o promover desde ese momento el juicio de amparo-, también se 
estima que dicha excepción no opera cuando la aplicación se suscita a través de un acto 
dentro del referido procedimiento de licitación, distinto de su última resolución, pues al 
respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la 
jurisprudencia 2a./J. 215/2009, determinó que la referida excepción ha de ser vista en 
relación con la fracción II del artículo 114 de la Ley de Amparo, de tal suerte que no 
signifique que la mera impugnación de la norma general que funda el acto procedimental 
torne optativo agotar los medios de defensa ordinarios que puedan tener como resultado 
su anulación, cuando éste sea parte de un procedimiento administrativo, sino que, por el 
contrario, a fin de que el amparo no se desvirtúe y su promoción no redunde en un 
obstáculo injustificado a la prosecución del procedimiento administrativo hasta su 
resolución definitiva, debe considerarse que, aun la aplicación de la norma 
inconstitucional, es impugnable a través de la última resolución dictada en dicho 
procedimiento, en términos del artículo 158 de la misma legislación. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 131/2014. Comercializadora Biomédica Inmunológica, S.A. de C.V. 26 
de junio de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. 
Secretario: Eucario Adame Pérez. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 215/2009 citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, enero de 
2010, página 267, con el rubro: "AMPARO CONTRA LEYES CON MOTIVO DE SU 
PRIMER ACTO DE APLICACIÓN DENTRO DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
DISCIPLINARIO CONTEMPLADO EN EL ARTÍCULO 136 DE LA LEY ORGÁNICA DEL 
PODER JUDICIAL DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE GUERRERO. PROCEDE 
EN LA VÍA INDIRECTA CUANDO SEA DE IMPOSIBLE REPARACIÓN." 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de septiembre de 2014 a las 09:30 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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AMPARO DIRECTO ADMINISTRATIVO. MOTIVOS DEL CONSTITUYENTE 
PERMANENTE EN EL PROCEDIMIENTO QUE ORIGINÓ LA REFORMA 
CONSTITUCIONAL PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 
DE JUNIO DE 2011 Y DEL EMISOR DE LA LEY DE AMPARO, QUE DEBEN TOMARSE 
EN CUENTA PARA COMPRENDER EL SIGNIFICADO Y EL ALCANCE DEL ARTÍCULO 
170, FRACCIONES I Y II, DE DICHO ORDENAMIENTO Y DEFINIR CONCRETAMENTE 
EL SISTEMA JURÍDICO CONCERNIENTE A LOS SUPUESTOS DE PROCEDENCIA 
RELATIVOS. 
El artículo 170 de la Ley de Amparo, en su fracción I, establece que el amparo directo 
procede contra sentencias definitivas, laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, 
dictadas por tribunales judiciales, administrativos, agrarios o del trabajo, ya sea que la 
violación se cometa en ellos, o que cometida durante el procedimiento, afecte las 
defensas del quejoso trascendiendo al resultado del fallo. Por otro lado, de la fracción II de 
dicho numeral se advierte que el juicio procede contra sentencias definitivas y 
resoluciones que pongan fin al juicio, dictadas por tribunales de lo contencioso 
administrativo cuando éstas sean favorables al quejoso, para el único efecto de hacer 
valer conceptos de violación en contra de las normas generales aplicadas, e indica que, 
en estos casos, el juicio se tramitará únicamente si la autoridad interpone y se admite el 
recurso de revisión en materia contencioso administrativa previsto por el artículo 104, 
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la inteligencia 
de que el Tribunal Colegiado de Circuito resolverá primero lo relativo a dicho recurso y, 
únicamente en el caso de que éste sea considerado procedente y fundado, se avocará al 
estudio de las cuestiones planteadas. Luego, para comprender el significado y alcance de 
estas hipótesis normativas y definir concretamente el sistema jurídico relativo a los 
supuestos de procedencia señalados, deben tomarse en cuenta los motivos del 
Constituyente Permanente en el procedimiento que originó la reforma constitucional 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, que son, 
esencialmente, los siguientes: en el país se habían dado transformaciones importantes 
que ameritaban el ajuste de varias instituciones jurídicas, como el amparo directo, por lo 
que debía reformarse el artículo 107 constitucional para hacer dicha institución más 
acorde con el sistema federal, partiendo de la idea fundamental de que los Poderes 
Judiciales locales gozaban de autonomía e independencia frente a los demás, de modo 
que no quedaba duda de su idoneidad para garantizar el Estado de derecho que al nivel 



de legalidad requerían los justiciables, sin que necesariamente debiera intervenir la 
Justicia Federal; la confianza en los tribunales locales se sustentaba en las reformas al 
artículo 116 constitucional, y ello constituía la razón más importante para superar la 
motivación que tuvo en cuenta el Constituyente de 1917 para establecer la procedencia 
del amparo directo contra sentencias definitivas dictadas por los tribunales estatales, 
como se había expresado en el Primer Encuentro Nacional de Impartidores de Justicia, 
celebrado el 2 de diciembre de 2005 en la Ex Hacienda de Jurica, Querétaro, donde se 
propuso facultar a los Tribunales Colegiados de Circuito, para rechazar aquellas 
demandas que no revistieran importancia y trascendencia, así como que en el segundo de 
esos encuentros, realizado el 15 de noviembre de 2006 en la Ciudad de México, se llegó a 
consensos coincidentes con los logrados en aquél, en el entendido de que el amparo 
directo no debía desaparecer, sino limitarse, adicionando los criterios de importancia y 
trascendencia que debían ser fijados en la Ley de Amparo y desarrollados en los 
acuerdos generales que emitiera la Suprema Corte de Justicia de la Nación; el amparo 
directo había tenido un crecimiento exagerado, hasta el punto en que las sentencias 
relativas constituían el más alto porcentaje de las emitidas por el Poder Judicial de la 
Federación e, incluso, la totalidad de las sentencias definitivas y resoluciones que ponen 
fin al juicio dictadas por los tribunales ordinarios de la República, judiciales o 
administrativos, federales o locales, eran susceptibles de ser examinadas, máxime que, 
en un gran porcentaje se negaba la protección constitucional, afectándose la autonomía 
de los Estados y dándose la congestión en la marcha de los Tribunales Colegiados, 
proponiéndose atemperar dicha vía, sobre la base de que tratándose de violaciones 
directas a la Constitución debía analizarse la cuestión de fondo del asunto, pero que, en el 
caso de temas relativos a violaciones indirectas, la regla general sería la no admisión; 
existían abusos tratándose de los amparos directos en materias civil y mercantil, por lo 
que tenía que perfeccionarse ese procedimiento, aunado a que la reforma se vinculaba 
con algo cuyo origen derivaba de la interpretación de una realidad que debía ser 
modificada, pero que lo propuesto en cuanto al amparo directo no era una vía correcta, 
porque dejaba una discrecionalidad demasiado amplia para los Magistrados de los 
Tribunales Colegiados de Circuito y, el actual Poder Judicial de la Federación vivía, en su 
conjunto, una situación similar a la que experimentó la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación en 1951, en cuanto al rezago y problemas de eficiencia se refiere, y si 
mayormente se niega la protección constitucional, existía un abuso o uso no razonable del 
amparo directo, sin que se haya implementado mecanismo alguno que contribuyera al 
combate formal del rezago, dándose la necesidad de afianzar la autonomía plena de los 
tribunales ordinarios. Aunado a que el propio órgano emisor de la Ley de Amparo, en vigor 
a partir del 3 de abril de 2013, reconoció que se recogieron ampliamente los esfuerzos de 
la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo, reflejados en el 
Proyecto de Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos de 2000, en el sentido de evitar dejar al quejoso 
en estado de indefensión, al estar impedido para plantear, en el amparo directo, 
argumentos contra la constitucionalidad de normas generales. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO 
CIRCUITO. 
 
Amparo directo 22/2014. Eduardo Sitton Zonana. 29 de mayo de 2014. Unanimidad de 
votos. Ponente: José Carlos Rodríguez Navarro. Secretario: Miguel Ángel Luna Gracia. 



 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de septiembre de 2014 a las 09:30 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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AMPARO DIRECTO ADHESIVO. CUANDO EN SUS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN SE 
PLANTEA ALGUNA CAUSA DE IMPROCEDENCIA DEL JUICIO PRINCIPAL, ÉSTOS 
DEBEN ESTUDIARSE PREFERENTEMENTE. 
Conforme al artículo 182, último párrafo, de la Ley de Amparo, el Tribunal Colegiado de 
Circuito, respetando la lógica y las reglas fundamentales que norman el procedimiento del 
juicio constitucional, procurará resolver integralmente el asunto para evitar, en lo posible la 
prolongación de la controversia. En ese entendido, cuando se promueva amparo directo 
adhesivo y en sus conceptos de violación se haga valer alguna causal de improcedencia 
del juicio principal, de acuerdo a la lógica y reglas del procedimiento de amparo, ésta debe 
analizarse preferentemente al principal pues, en términos del artículo 62 de la citada ley, 
la improcedencia del juicio constitucional es una cuestión de orden público, además que, 
de resultar fundado el motivo de improcedencia alegado, el Tribunal Colegiado 
mencionado resolvería íntegramente la controversia. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA 
QUINTA REGIÓN. 
 
Amparo directo 105/2014 (cuaderno auxiliar 311/2014) del índice del Primer Tribunal 
Colegiado del Décimo Quinto Circuito, con apoyo del Quinto Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja California 
Sur. Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 30 de abril de 2014. Mayoría de 
votos. Disidente: Edwigis Olivia Rotunno de Santiago. Ponente: Juan Manuel Serratos 
García. Secretaria: Beatriz Adriana Martínez Negrete. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de septiembre de 2014 a las 09:30 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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AMPARO ADHESIVO. FORMA EN QUE DEBE SUSTANCIARSE Y RESOLVERSE. 
De conformidad con el artículo 182 de la Ley de Amparo, el amparo adhesivo se tramitará 
en el mismo expediente del juicio principal y se resolverán en una sola sentencia. En su 
esencia procesal, ello se equipara a una acumulación, ya que tiene por objeto que no 
existan contradicciones en la solución de ambos. Así, la presentación y trámite del amparo 
adhesivo se regirán, en lo conducente, por lo dispuesto para el amparo principal y seguirá 
la suerte procesal de éste, lo cual permite concluir que, en algunos casos, el amparo 
adhesivo también puede ser improcedente, y eso llevará a un sobreseimiento respecto de 
él. Luego, de ser fundados los conceptos de violación en el amparo adhesivo, tendrá que 
concederse; en cambio, si son infundados, podrá negarse; y, si son inoperantes o 
inatendibles por negarse el amparo principal, dicho amparo adhesivo quedará sin materia. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO OCTAVO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 562/2013. Javier Ocampo Rivera. 31 de octubre de 2013. Unanimidad de 
votos. Ponente: Juan José Franco Luna. Secretario: Salvador Obregón Sandoval. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de septiembre de 2014 a las 09:30 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación. 
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RECURSO DE REVISIÓN CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 140 DE LA LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. EL TRIBUNAL COLEGIADO DE 
CIRCUITO DEBE REALIZAR EL ESTUDIO OFICIOSO DE SU PROCEDENCIA, CON 
INDEPENDENCIA DE LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR LA AUTORIDAD 
RECURRENTE EN EL ESCRITO DE INTERPOSICIÓN, SALVO CUANDO SE TRATE 
DEL SUPUESTO DE IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA PREVISTO EN LA 
FRACCIÓN VI DEL PRECEPTO CITADO. 
El recurso referido es un medio de defensa excepcional y extraordinario en favor de las 
autoridades, que encuadra en el artículo 104, fracción III, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en razón de que la Asamblea Legislativa del Distrito Federal 
determinó que sólo podía interponerse en casos específicos y determinados que están 
fuera de lo común y cuya resolución se considera importante y trascendente para el orden 
jurídico nacional. Asimismo, el recurso de revisión fiscal previsto en el artículo 63 de la 
Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, también goza de las mismas 
características, en virtud de que tiene su origen en el mismo precepto constitucional. Por 
ende, las reglas que rigen a este último son plenamente aplicables al recurso de revisión 
contencioso administrativo, porque ambos se rigen por los mismos principios y, además, 
porque existe similitud en cuanto a su contenido. En este contexto, con base en los 
criterios expuestos por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en 



las jurisprudencias 2a./J. 45/2001, 2a./J. 193/2007 y 2a./J. 71/2011, donde se analizó y 
determinó la forma como debía realizarse el estudio de la procedencia del recurso de 
revisión fiscal, se concluye que el Tribunal Colegiado de Circuito debe analizar 
oficiosamente la procedencia del recurso de revisión contencioso administrativo, con 
independencia de los argumentos expuestos por la autoridad recurrente para tal efecto en 
el escrito de interposición, ya que el referido artículo 140 no dispone que ese análisis deba 
condicionarse al hecho de que la inconforme señale específicamente la hipótesis que 
considere aplicable o exprese los argumentos que consideró pertinentes para efectos de 
su admisión y, además, porque la legislación conforme a la cual debe tramitarse el medio 
de impugnación mencionado, esto es, la Ley de Amparo, también le impone la obligación 
de realizar ese estudio oficioso, en razón de que sus artículos 62 y 91 disponen que el 
presidente del órgano jurisdiccional debe calificar la procedencia del recurso de revisión 
en amparo indirecto, antes de admitirlo o desecharlo, el cual es un aspecto de orden 
público que debe realizar en forma oficiosa, lo aleguen o no las partes. Sin embargo, el 
órgano jurisdiccional no tiene obligación de llevar a cabo ese estudio, cuando se trata de 
la fracción VI del artículo 140 citado, en atención a que, en este caso, la Asamblea 
Legislativa del Distrito Federal obligó a la autoridad inconforme a justificar la actualización 
de este supuesto normativo, al disponer que ésta debía razonar el hecho de que el 
negocio era de importancia y trascendencia. 
 
PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 30/2013. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Séptimo y Décimo Cuarto, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito. 7 de julio 
de 2014. Mayoría de once votos de los señores Magistrados Carlos Ronzón Sevilla, 
Gaspar Paulín Carmona, Adela Domínguez Salazar, Ma. Gabriela Rolón Montaño, María 
Simona Ramos Ruvalcaba, Guadalupe Ramírez Chávez, Salvador Mondragón Reyes, 
Carlos Amado Yáñez, Luz María Díaz Barriga, Armando Cruz Espinosa y Carlos Alfredo 
Soto y Villaseñor. Disidentes: Jesús Antonio Nazar Sevilla, Pablo Domínguez Peregrina, 
Clementina Flores Suárez, Homero Fernando Reed Ornelas, José Antonio García Guillén 
y Luz Cueto Martínez. Ausente: Jorge Ojeda Velázquez. Ponente: José Antonio García 
Guillén. Secretario: Yamin Francisco González Mendoza. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver la revisión contenciosa administrativa 16/2013, y el diverso sustentado 
por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al 
resolver la revisión contencioso administrativa 171/2013. 
 
Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 45/2001, 2a./J. 193/2007 y 2a./J. 71/2011 citadas, 
aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XIV, octubre de 2001, página 427, Tomo XXVI, octubre de 2007, página 394 
y Tomo XXXIII, junio de 2011, página 326, con los rubros: "REVISIÓN FISCAL. SU 
PROCEDENCIA DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO, CON INDEPENDENCIA DE QUE LA 
AUTORIDAD INCONFORME PRECISE O NO LA O LAS HIPÓTESIS PREVISTAS EN 
EL ARTÍCULO 248 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE CONSIDERE 
QUE SE ACTUALIZAN EN EL CASO.", "REVISIÓN FISCAL. EL ANÁLISIS OFICIOSO 



DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO SOBRE SU PROCEDENCIA, CONFORME 
A LOS SUPUESTOS PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 248 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005, DEBE LLEVARSE A 
CABO AUN CUANDO LA AUTORIDAD RECURRENTE HAYA SEÑALADO UN 
ORDENAMIENTO DIVERSO." y "REVISIÓN FISCAL. EL ESTUDIO OFICIOSO DE SU 
PROCEDENCIA DEBE HACERSE AUNQUE LA AUTORIDAD RECURRENTE NO 
EXPRESE ARGUMENTOS PARA UBICAR EL RECURSO EN ALGUNO DE LOS 
SUPUESTOS DEL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SALVO QUE SE TRATE DEL DE SU FRACCIÓN 
II.", respectivamente. 
 
 
Esta tesis se publicó el viernes 05 de septiembre de 2014 a las 09:30 horas en el 
Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a 
partir del lunes 08 de septiembre de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 


